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ORDEN DEL DÍA Nº 1428

COMISIÓN  DE  LEGISLACIÓN PENAL

SUMARIO: Código Penal. Modificación sobre 
abandono de servicio del personal integrante de las 
fuerzas de seguridad. (45-S.-2014.)

Dictamen de comisión

Honorable Cámara:

La Comisión de Legislación Penal ha considerado el 
proyecto de ley venido en revisión, por el cual se modi-
fica el artículo 252 del Código Penal, sobre abandono 
de servicio del personal integrante de las fuerzas de 
seguridad; y por las razones expuestas en el informe 
que se acompaña y las que dará el miembro informante 
aconseja su sanción.

Sala de la comisión, 18 de noviembre de 2014.

Patricia Bullrich. – Diana B. Conti. – Marcos 
Cleri. – Alejandro Abraham. –Mara 
Brawer. – José M. Díaz Bancalari. – 
Anabel Fernández Sagasti. – Lautaro 
Gervasoni. – Silvia L. Risko. – Jorge 
Rivas.* – Gladys B. Soto. – Héctor D. 
Tomas. – María E. Zamarreño.

En disidencia parcial:

Manuel Garrido. – María G.Burgos. – Pablo 
L. Javkin. – Oscar Ariel Martínez.

Buenos Aires, 2 de julio de 2014.

Al señor presidente de la Honorable Cámara de Dipu-
tados de la Nación.

Tengo el honor de dirigirme al señor presidente a fin 
de comunicarle que el Honorable Senado, en la fecha, 

*  Preguntado el señor diputado Jorge Rivas, consiente en 
la firma del dictamen. Luis E. Cerri, secretario de la Comisión 
de Legislación Penal.

ha sancionado el siguiente proyecto de ley que paso en 
revisión a esa Honorable Cámara:

El Senado y Cámara de Diputados,...

Artículo 1° – Sustitúyese el artículo 252 del Código 
Penal por el siguiente:

Artículo 252: Será reprimido con multa de 
pesos setecientos cincuenta ($ 750) a pesos doce 
mil quinientos ($ 12.500) e inhabilitación espe-
cial de un (1) mes a un (1) año, el funcionario 
público que, sin habérsele admitido la renuncia 
de su destino, lo abandonare con daño del ser-
vicio público.

El miembro de una fuerza de seguridad na-
cional, provincial o de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, o agencia estatal armada que 
por su naturaleza tenga a cargo el cuidado de 
personas, que a sabiendas abandonare injustifi-
cadamente actos de servicio o maliciosamente 
omitiere la prestación regular de la función o 
misión a la que reglamentariamente se encuentra 
obligado, será reprimido con pena de prisión de 
uno (1) a tres (3) años e inhabilitación especial 
para ejercer cargos públicos por el doble tiempo 
de la condena.

Si, como consecuencia del abandono u omisión 
tipificado en el párrafo precedente, se produjeren 
daños a bienes de la fuerza, bienes de terceros, 
lesiones o muerte de sus camaradas o terceros, se 
aplicará una pena de prisión de dos (2) a ocho (8) 
años e inhabilitación absoluta para desempeñar 
cargos públicos.

El militar que abandonare su servicio, su desti-
no o que desertare en tiempo de conflicto armado 
o zona de catástrofe, será penado con prisión de 
uno (1) a seis (6) años. Si como consecuencia 
de su conducta resultare la muerte de una o más 
personas, se sufrieren pérdidas militares o se 

Impreso el día 21 de noviembre de 2014
Término del artículo 113: 3 de diciembre de 2014



2	 O.D. Nº 1.428	 CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN

1. Será penado con prisión de uno (1) a seis (6) años, 
el militar que en tiempo de conflicto armado o en zona 
de catástrofe:

a) Abandonare su servicio, su destino o desertare. 
b) Abandonare sus funciones de control, vigilancia, 

comunicaciones, o atención de los instrumentos que 
tuviere a su cargo para esos fines, las descuidare o se 
incapacitare para su cumplimiento.

2. La misma pena se impondrá si observare cualquier 
dato significativo para la defensa, o para la asistencia 
en la catástrofe, o la neutralización de daños, y no lo 
informare o tomare las medidas del caso.

3. El máximo de la pena será de doce (12) años de 
prisión si como consecuencia de su conducta resultare 
la muerte de una o más personas se sufrieren pérdidas 
militares, o se impidiere o dificultare la salvación de 
vidas en supuestos de catástrofe”.

De este modo, el anteproyecto de Código Penal de 
la Nación mantiene la figura típica del abandono de 
destino del segundo párrafo del artículo 252 actual, 
estableciendo un delito impropio de omisión en el 
segundo párrafo del artículo 235 y una agravante que 
abarca los resultados culposamente producidos en el 
inciso 3.

Por otro lado, el anteproyecto, establece, en el ar-
tículo 257, que “Será reprimido con multa de treinta 
(30) a ciento veinte (120) días e inhabilitación de seis 
(6) meses a tres (3) años, el funcionario público que, 
sin habérsele admitido la renuncia de su destino, lo 
abandonare con daño del servicio público”. Es decir, se 
mantiene la misma redacción de la conducta típica del 
abandono de servicio de funcionario público estable-
cido en el artículo 252 del Código Penal actual, y con 
igual tipo de sanción: multa e inhabilitación. 

Por el contrario, el proyecto que viene en revisión 
plantea el camino contrario al que se adopta en el ante-
proyecto. Mientras que éste último pretende limitar la 
conducta tipificada al abandono de servicio del militar 
en tiempo de conflicto armado o en zona de catástrofe 
y a sancionar al abandono de servicio del funcionario 
público del mismo modo en que lo hace el artículo 
252 actual, el tipo penal que se crea expande el poder 
punitivo estatal a la conducta de una fuerza de segu-
ridad nacional o provincial, de un modo impreciso e 
incorrecto y con penas de prisión con escalas que no 
responden a criterios de proporcionalidad y coherencia 
interna del código. 

El proyecto que viene en revisión del Senado incor-
pora los párrafos segundo y tercero al actual artículo 
252 del Código Penal, expresando:

 “El miembro de una fuerza de seguridad nacional, 
provincial o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
o agencia estatal armada, que por su naturaleza tenga 
a cargo el cuidado de personas, que a sabiendas aban-
donare injustificadamente actos de servicio, o malicio-
samente omitiere la prestación regular de la función 
o misión a la que reglamentariamente se encuentra 

impidiese o dificultase la salvación de vidas en 
supuesto de catástrofe, el máximo de la pena se 
elevará a doce (12) años. En cuaquier caso se 
impondrán las penas aquí previstas siempre que 
no resultare un delito con pena más grave.

Art. 2° – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Saludo a usted muy atentamente.

Gerardo Zamora.
Juan Estrada.

FUNDAMENTOS DE LA DISIDENCIA PARCIAL 
DEL SEÑOR DIPUTADO MANUEL GARRIDO

Señor presidente:
En primer lugar, cabe decir, que el proyecto que se 

somete a consideración no ha sido objeto de una pro-
funda discusión en el seno de esta comisión. Por el con-
trario, el proyecto que viene en revisión del Senado de 
la Nación, que fue aprobado sin discusión en la sesión 
parlamentaria de dicho cuerpo legislativo, fue producto 
de un somero análisis en una reunión de comisión sin 
quórum, y en la reunión en la que se emitió dictamen. 

Lo expuesto se agrava si se tiene en consideración 
que nuevamente nos encontramos frente a la creación 
de un nuevo delito agravado, es decir, de la tipifica-
ción de una conducta en el Código Penal, cuando se 
encuentra en pleno debate una reforma integral del 
Código Penal de la Nación, que no sólo no contempla 
la figura que se crea por el presente proyecto, sino que 
va justamente en el sentido contrario. 

En efecto, el actual delito de “abandono de destino” 
tal y como está consagrado en el artículo 252 del Có-
digo Penal vigente, no existe más en el anteproyecto 
de Código Penal. 

El actual artículo 252 del Código Penal reza: “Será 
reprimido con multa de pesos setecientos cincuenta a 
pesos doce mil quinientos e inhabilitación especial de 
un mes a un año, el funcionario público que, sin habér-
sele admitido la renuncia de su destino, lo abandonare 
con daño del servicio público.

“El militar que abandonare su servicio, su destino o 
que desertare en tiempo de conflicto armado o zona de 
catástrofe, será penado con prisión de uno (1) a seis (6) 
años. Si como consecuencia de su conducta resultare 
la muerte de una o más personas, se sufrieren pérdi-
das militares o se impidiese o dificultase la salvación 
de vidas en supuesto de catástrofe, el máximo de la 
pena se elevará a doce (12) años. En cualquier caso 
se impondrán las penas aquí previstas siempre que no 
resultare un delito con pena más grave”.

En cambio, el artículo 235 del anteproyecto, adopta 
una terminología más apropiada, y establece:

“Artículo 235. Abandono de servicio o destino y 
deserción 
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En tal sentido, el proyecto en revisión pone en crisis 
la posibilidad de la huelga y protesta policial. Martín 
Hevia* expresa que “Las huelgas policiales son una 
manifestación contraria al espíritu democrático de la 
Constitución. Pero esto no significa que las fuerzas 
de seguridad no puedan sindicalizarse. De hecho, sin 
organización gremial, a estas fuerzas no les queda 
otro camino que el acuartelamiento. Pedir un aumento 
salarial y condiciones de trabajo no es ilegal y no pone 
en peligro la vigencia de la Constitución”.

En tal sentido, nuestra Constitución Nacional, en su 
artículo 14 bis reconoce que “El trabajo en sus diversas 
formas gozará de la protección de las leyes, las que 
asegurarán al trabajador: … organización sindical libre 
y democrática reconocida por la simple inscripción en 
un registro especial”.

En ese sentido, el “Informe sobre seguridad ciudada-
na y Derechos Humanos de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos” (Año 2009), expresa que: 
“93. También en cuanto los derechos del personal de 
las fuerzas policiales, es imprescindible referirse al 
ejercicio de la libertad sindical. En este sentido, los 
Estados miembros deben garantizar al personal que 
integra las fuerzas policiales derecho de asociarse para 
la defensa de sus derechos profesionales, conforme 
a lo establecido en el ordenamiento jurídico interna-
cional. El ejercicio de la libertad sindical por parte de 
funcionarios policiales debe desarrollarse manteniendo 
una ponderación permanente con el cumplimiento de 
las obligaciones asumidas por los Estados miembros 
respecto a toda la población bajo su jurisdicción en 
el marco del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos. El logro de ese equilibrio determina que la 
actividad sindical de los funcionarios y funcionarias 
policiales puede someterse a algunas limitaciones o 
restricciones que no rigen para otros trabajadores de la 
actividad pública o privada, propias de una institución 
sometida a reglas específicas de disciplina y jerarquía y 
a las necesidades de una sociedad democrática, como se 
desarrollará oportunamente en este informe al analizar 
el derecho a la libertad de asociación en su relación con 
la política pública sobre seguridad ciudadana”.

En el mismo sentido se expresan los convenios sobre 
la negociación colectiva número 87, 98 y 154 de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT).

Asimismo, es inveterada doctrina de nuestra Corte 
Suprema de Justicia de la Nación que el derecho de 
asociación consagrado en el artículo 14 bis, sólo puede 
ser limitado por “razones especialmente graves”.

En el mismo sentido, el Tribunal Europeo de De-
rechos Humanos, en el caso “Demir y Baykara v. 
Turquía” –sentencia del 12/11/2008, párr. 119 y sus 
citas– expresó, respecto de la posibilidad de sindi-
calización de las fuerzas de seguridad, que sólo “… 
razones convincentes y urgentes pueden justificar las 

1.  Hevia, Martín, “Policías sindicalizadas”. Publicado 
en http://ar.bastiondigital.com/notas/policias sindicalizadas.

obligado, será reprimido con pena de prisión de uno 
(1) a tres (3) años e inhabilitación especial para ejercer 
cargos públicos por el doble de tiempo de la condena.

Si, como consecuencia del abandono u omisión tipi-
ficado en el párrafo precedente, se produjeren daños a 
bienes de la fuerza, bienes de terceros, lesiones o muer-
te de sus camaradas o terceros, se aplicará una pena 
de prisión de dos (2) a ocho (8) años e inhabilitación 
absoluta para desempeñar cargos públicos”.

En primer lugar cabe decir que el lenguaje utilizado 
no es propio del Código Penal de la Nación. En tal 
sentido, la utilización de términos de dudosa precisión 
normativa como “camaradas” o “agencia estatal arma-
da” parecen evidenciar que la pluma utilizada para la 
redacción del tipo penal está alejada de las discusiones 
jurídicas y más próxima a debates internos de las pro-
pias fuerzas de seguridad.

En segundo lugar, el tipo penal que se crea es innece-
sario. La conducta que se tipifica responde claramente 
a un intento coyuntural y equivocado de disuadir recla-
mos salariales de miembros de las fuerzas de seguridad 
como los que se sucedieron en diferentes provincias de 
nuestro país a fines del año 2013. 

En tal sentido cabe decir que la conducta de abando-
no de destino ya se encuentra tipificada en el párrafo 
primero del artículo 252 actual. Es decir, está penada 
la conducta del funcionario público que abandone su 
destino con daño al servicio público. Asimismo, el tipo 
penal de incumplimiento de los deberes de funcionario 
público del artículo 249 del Código Penal sanciona al 
funcionario público que “ilegalmente omitiere, rehusa-
re hacer o retardare algún acto de su oficio”.

Por otro lado, no se alcanza a comprender la razón 
por la cual sería más gravosa, desde el punto de vista 
del reproche penal, la conducta de abandono injustifi-
cado del servicio de un cabo primero de una fuerza de 
seguridad que reviste servicio en determinada zona del 
país, que la de un director de un hospital público, o la 
de un director de una escuela pública que tienen a su 
cargo claramente mayores responsabilidades. 

En tercer lugar, la agravante dispuesta por el proyec-
to en revisión no sólo tipifica conductas que claramente 
ya se encuentran tipificadas en el código como “Daño”, 
“Lesiones” u “Homicidio” sino que lo hace con una 
escala penal que iguala el reproche penal para afecta-
ciones a bienes jurídicos distintos. En consecuencia, 
establece la misma escala penal (de dos a ocho años) 
para la lesión al bien jurídico propiedad, que para el 
bien jurídico vida.  De este modo, la pena que cabría 
por el homicidio de una persona como consecuencia de 
un abandono de servicio del funcionario, podría ser la 
misma que la que le cabría por el daño a un automóvil, 
acaecido como consecuencia del mismo actuar. 

Por último, el proyecto que viene en revisión del 
Senado de la Nación abre la puerta a un nuevo intento 
de criminalización de la protesta social, tal y como su-
cedió con la incorporación de la agravante del artículo 
41 quinquies al Código Penal de la Nación. 
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aún, compartimos la preocupación de los distintos ac-
tores comprometidos con la seguridad del país. 

Lejos estamos de legitimar una respuesta que puede 
reconocerse como “extorsiva”. Tan sólo advertimos 
que el problema es mucho más complejo que lo que se 
señala, y que la “paz interior” no queda resuelta con 
un proyecto que lo único que pretende es “mantener a 
raya” la respuesta policial utilizando el Código Penal. 
Hartas veces hemos comprobado que la respuesta 
penal, ultima ratio para resolver conflictos en una so-
ciedad democrática, no resuelve por sí misma conflictos 
sociales, menos que menos crea conductas. 

Más allá de las numerosas consideraciones generales 
que pueden y deben hacerse, el proyecto incurre en 
más de un inconveniente técnico al incorporar el nuevo 
segundo párrafo al artículo 252 del Código Penal.

En primer lugar, cabe resaltar cómo está conformado 
actualmente el artículo 252. La acción típica que mere-
ce reproche penal prevé tres supuestos: a) abandonar el 
servicio; b) abandonar el destino y c) desertar.

Cabe destacar que en los casos de los abandonos 
no se trata de un simple alejamiento de las funciones 
inherentes al servicio o a las actividades atinentes a su 
cargo, o a las funciones castrenses, sino una dejación 
total que produce un extrañamiento del agente con 
la fuerza; implica alejamiento definitivo del servicio 
o del destino sin voluntad de regresar a él. Se citan 
como ejemplos, no encontrarse en el puesto sin causa 
debidamente justificada, abandonar el servicio antes 
de haber sido conseguida la baja, alejarse del puesto 
de a una distancia que imposibilita el ejercicio de una 
debida vigilancia, el abandono de una escolta de prisio-
neros, ausencia del lugar de destino por tiempo mayor 
al autorizado, etcétera.1 ** 

La deserción en definitiva en estos casos, supone 
básicamente el abandono de las filas de la fuerza. No 
es menor recordar que todas estas situaciones requie-
ren que se cometan en tiempo de guerra o de conflicto 
armado o en zona de catástrofe.

Ahora bien, el proyecto en revisión modifica sus-
tancialmente la acción típica contemplada por el 252. 
Ya no hablamos de “abandono de servicio/destino/
deserción” ni de las situaciones que bien dijimos esta-
ban contempladas bajo estos supuestos, sino que ahora 
incluimos en el mismo articulado al que “a sabiendas 
abandonare injustificadamente actos de servicio o mali-
ciosamente omitiere la prestación regular de la función 
o misión a la que reglamentariamente se encuentra 
obligado”. No nos referimos entonces al abandono en 
cuanto a retiro o dejación del cargo con el ánimo de no 
seguir desempeñándolo, tal como está contemplado en 
el actual artículo 252, sino que hablamos de “abadono 
de actos de servicio u omisión de la prestación”, dando 
aquí lugar a situaciones que no impliquen necesaria-

1. Figari, Ruben E. “Normas incorporadas por la ley 
26.394 al Código Penal a raíz de la derogación del Código 
de Justicia Militar”. 

restricciones a la libertad de asociación de esos grupos. 
Al determinar si en tales casos existe una ‘necesidad’, y 
consecuentemente una ‘necesidad social apremiante’ en 
los términos del artículo 11.2., los Estados sólo tienen 
un limitado margen de apreciación…”.2 * 

De este modo, consideramos que tipificar como 
delito agravado el abandono injustificado del servicio 
por parte de miembros de fuerzas de seguridad va en 
sentido contrario a las ideas más democráticas y pro-
gresistas en materia de seguridad ciudadana. 

Una vez más, este Congreso de la Nación, responde 
a un conflicto generando un nuevo tipo penal en lugar 
de llenar el vacío regulativo sobre el modo en que los 
miembros de las fuerzas de seguridad pueden ejercer 
sus derechos profesionales.

En consecuencia, consideramos que el tipo penal que 
se crea es innecesario, equivocado y regresivo.

Es por las razones expuestas que formulamos la 
disidencia al dictamen de mayoría.

Manuel Garrido.

FUNDAMENTOS DE LA DISIDENCIA PARCIAL 
DEL SEÑOR DIPUTADO PABLO JAVKIN

Señor presidente: 
Me dirijo a Ud. con el fin de manifestar mi disiden-

cia parcial Dictamen de mayoría de la comisión de 
Legislación Penal, recaído en el proyecto en revisión 
0045-S.-2014 por el cual se modifica el artículo 252 del 
Código Penal, sobre abandono de servicio del personal 
integrante de las fuerzas de seguridad. 

Pablo L. Javkin.

INFORME

El proyecto que se somete a consideración no ha 
sido objeto de una profunda discusión en el seno de 
esta Comisión. Los temas que el mismo plantea no 
son meros tecnicismos ni cuestiones que no requieran 
de un extenso debate. Muy por el contrario, lo que el 
proyecto estipula atañe esencialmente al modelo de 
seguridad que desde el Estado se busca sostener. Negar 
esta dimensión sugiriendo una mera modificación del 
Código Penal es no menos que falaz.

El proyecto ancla su justificación desde tres argu-
mentos principales: La consolidación de la paz interior; 
la búsqueda de un “castigo” acorde al incumplimiento 
de las fuerzas de seguridad reconociendo la relevancia 
de la tarea que desarrollan; y la necesidad de “encau-
zar” el accionar de las mismas.

El primer punto de la discusión refiere al diagnóstico 
desde el cual parte el proyecto, y a los recursos que 
ofrece como soluciones a ello. No estamos discutiendo 
la relevancia de los acuartelamientos de las policías 
sucedidos en el mes de diciembre del año pasado. Más 

2.  Id. ob. cit..
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entonces que no advertimos la necesidad de mejorar 
sus condiciones materiales de trabajo? ¿De garantizar 
un salario que les permita vivir dignamente y no los 
obligue a tener que desarrollar otros trabajos para ello? 
¿Cómo es que no ponemos en discusión las condicio-
nes de precariedad laboral en las que se encuentran la 
mayoría de los trabajadores policiales? Es indiscutible 
la necesidad de mejorar las condiciones laborales de las 
fuerzas de seguridad. En definitiva,  mantener los nive-
les de precariedad laboral, salarial y de seguridad social 
que tienen los funcionarios policiales en la actualidad, 
es abrir espacios para la corrupción, la ineficiencia y 
la impunidad. ¿Ese es el tipo de policía que deseamos? 
¿Ese es el modelo que defendemos? 

Cada vez se hace más evidente la necesidad de poner 
en discusión la sindicalización policial. No vamos a 
proponer aquí las formas de su esquema, ni sus alcan-
ces. Pero tampoco vamos a permitir que se argumenten 
este tipo de sanciones con falacias tan escandalosas. 
Nadie dice que sea una decisión sencilla, ni de fácil 
resolución. Pero a todas luces, es francamente necesa-
ria. La respuesta a los conflictos del año pasado debe 
plantearse en éstos términos y no en la utilización de 
la herramienta penal cual castigo disuasorio. 

Es preocupante que a esta altura del partido no asuma-
mos que hay un rotundo agotamiento del sistema pactista 
y neopunitivista que primó durante años en la política 
de seguridad en Argentina. Existe hoy un profundo 
anacronismo y una desarticulación orgánica, funcional y 
doctrinal del sistema policial vigente, frente al aumento 
y la complejización delictiva.2* El modelo que aún prima 
se caracteriza por el desgobierno político de la seguridad, 
bajo el cual las autoridades políticas han delegado en las 
agencias policiales el monopolio de la administración de 
la seguridad pública; por un autogobierno policial, con 
una independencia doctrinal orgánica y funcional, y un 
policiamiento regulatorio del delito que garantiza el au-
tofinanciamiento policial; y, finalmente, por la exclusión 
comunitaria. Las agencias policiales, lejos de constituirse 
como policías civiles y ciudadanas, se fueron conforman-
do como guardianes del orden político y como policías 
militarizadas.3**En vez de poner en jaque este sistema, tal 
como debiéramos de estar haciendo si decimos sostener 
un discurso que se pretende democrático, el proyecto no 
hace más que responder con la lógica del propio código 
de disciplina militar ante el conflicto. 

“No hay democracia sin un sistema de seguridad 
pública integral y eficiente en la resolución de los 
conflictos sociales que se desarrollan en la comunidad. 
Desde este lugar, la modernización policial más que 
un imperativo político cultural, constituye un requisito 
necesario para la consolidación de la democracia”.4 ***

2.  Dammert, Lucía, “Políticas públicas de seguridad ciu-
dadana: innovaciones y desafíos”, en Seguridad y ciudadanía, 
Gabriel Kessler, compilador, Edhasa 2009.

3. Saín, Marcelo, “Seguridad, democracia y reforma de la 
organización policial en la Argentina”, mayo de 2003. 

4. Saín, Marcelo, ob. cit.

mente el ánimo de abandonar el servicio, sino  de 
negarse a realizar un acto supuestamente regular del 
mismo; situaciones que, como se observa, son distintas.

Las definiciones tales como “a sabiendas abando-
nare injustificadamente” o “maliciosamente omitiere” 
presentan algunos inconvenientes de interpretación. 
Así redactado no queda bien descripta la acción típi-
ca, no describe en forma clara y precise la conducta 
prohibida. Por el contrario, es excesivamente abierto 
y deja al arbitrio de los jueces la interpretación de qué 
se considera “injustificadamente” y qué se entiende 
por “maliciosamente”. Un tipo así redactado es tan 
abierto e impreciso que no deja claramente estipulado 
qué acciones quedan alcanzadas; no define la punibi-
lidad o no de conductas que pueden presentarse como 
complicidades u omisiones deliberadas, que no quedan 
alcanzadas por la figura de “abandono”. La discusión 
debiera pasar, en todo caso, por el agravamiento de la 
figura de incumplimiento de deberes de funcionario 
público antes que por la modificación del abandono.

 Asimismo, el proyecto en ningún lugar refiere a los 
tomadores de decisión de la escala jerárquica policial. 
O bien el proyecto busca sancionar las situaciones 
individuales como las anteriormente descriptas, o bien 
pretende generar una herramienta disuasoria de futuros 
levantamientos policiales o acciones colectivas que 
“atenten contra el orden público”. A juzgar por los fun-
damentos que guían el proyecto, este último pareciera 
ser el sentido que reviste. Siendo esto así, advertimos 
un nuevo inconveniente y es que en el proyecto la 
sanción penal recae sobre aquel que abandona el servi-
cio, aun cuando la decisión, como bien conocemos en 
actos conjuntos, no es propia. Suponer en todo caso, la 
posibilidad real de una negativa del oficial al abandono 
del servicio, es desconocer por completo el funciona-
miento orgánico de las fuerzas de seguridad del país. 
Hablamos de estructuras altamente jerarquizadas donde 
no se admiten canales reales de discusión y disenso, 
donde, por el contrario una negativa es entendida como 
“desobediencia”. Si, en su caso pensamos que será el 
propio sistema penal el que deje a un costado a los fun-
cionarios que efectivamente abandonen el servicio para 
concentrarse en los altos funcionarios responsables de 
la decisión, bueno, pues sería el primer caso en el que 
el sistema penal selectivo que tenemos opere de tal 
forma. Con todas estas advertencias cabe preguntar-
nos: ¿Qué pretendemos sancionar con este proyecto? 
¿A quiénes pretendemos alcanzar con la figura? Y ¿a 
quiénes efectivamente estamos alcanzando?

Merece situarse en el debate que hoy en día las poli-
cías no poseen mecanismos reales para la defensa de sus 
derechos. No tienen canales de debate ni de expresión le-
gítimos que no les conlleven una sanción inmediata. Ésta 
es una realidad que no podemos desconocer ni obviar.

Nada se dice de las condiciones laborales de las 
fuerzas policiales, ni de sus remuneraciones ni de su 
falta de profesionalización. Si podemos reconocer 
la importancia de la tarea que desarrollan, ¿cómo es 
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Desde este lugar, avanzar en el debate por la sindi-
calización no es objetable pero tampoco es suficiente. 
La discusión debe exceder este derecho, para ver de 
qué modo se puede trabajar seriamente en la demo-
cratización de las fuerzas de seguridad y en un cambio 
rotundo de paradigma en el diseño de las políticas de 
seguridad en la Argentina. Ésta es sin duda alguna una 
de las deudas pendientes más importantes.

Pablo L. Javkin.

INFORME

Honorable Cámara:

La Comisión de Legislación Penal al considerar 
el proyecto de ley venido en revisión del Honorable 
Senado, por el cual se modifica el artículo 252 del 
Código Penal, sobre abandono de servicio del personal 
integrante de las fuerzas de seguridad. Luego de un 
análisis exhaustivo resuelve darle sanción definitiva.

Patricia Bullrich.


